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Panamá, '19 de septiembre de 2024
Nota C-195-24

Licenciado

Miguel Ángel Ordoñez
Director General del

lnstituto Panameño de Deportes
Ciudad

Ref,: Contrato de Obra N0.04-2022 lNV, para el 'Esfudio, d¡señl, desaffollo de planos, denolición, nejoras
y construcción delComplejo Depoñivo de Palmas Bellas, ub¡cado en elcorreginiento de Palmas Bellas,
distríto de Chagres, provincia de Colón'. Acto Público No.2021-1-35-0-03.1V-009020.

Señor Director General:

Atendiendo la atnbución consagrada en el numeral 5 del artículo 220 de la Constitución Política de la República
y lo dispueslo en el numeral 1 del articulo 6 de la Ley No.38 de 31 de julio de 2000, Orgánica de la Procuraduria
de la Administración, se da respuesta a su Nota N0.0923-DG-2024 de 5 de septiembre de 2024, mediante la
cual eleva consulta en los sigu¡entes lérminos:

'...so/ic,famos su dicfamen juridico con relación a un acuerdo y la revocac¡ón de un acto
administrativo que señ enit¡do por esta Ent¡dad . . .

...proponemos las siguientes acctones, en caso de peÍfeccionarse un acuerdo, para su
debida ejecución:
1. Solicitar la autor¡zación del Consejo Nacional de la Actividad Física, el Deporte y

la Recreación, conforme a lo dispuesto en el artículo g, numerales 14 y 15 de la
Ley N0,50 de 2007, que reforma la Ley N0.16 de 1995. Esto permitirá al Director
General de PANDEPoRTES suscribir acuerdos relacionados con la
cont¡nuidad de LA OBRA,

2. Formalizar un acuerdo (PANDEPORTES y EL CONTRATISTA) en el que se
definan las nuevasfechas def¡nalización de LA 0BRA, asícomo los aspectos
técnicos y legales relacionados con la ejecución de EL CONTRATO, incluyendo
la revocación de la Resolución N0.006-DG de 10 de enero de 2024 y el
desistim¡ento de la apelación interpuesta por parte de EL CONTRATISTA,..

Fundamentar la revocación de la Resolución N0.00üDG det 10 de enero de
2024 en el consentimiento exüeso del contaüsta, afeclado por dicha
r$oluc¡ón, el cual será fornalizado por escito, conforme a lo est¡putado en el
acuerdo mencionado en el numeral anletior. Esta rcvocación se sustentará en et
añículo 62, nuneral 3 de la Ley 38 de 2000, que regula la revocator¡a de actos
adninistrativos . . .

4. El Íallo enitido por et TACp, será determ¡nante para la finalización det

3,

proceso
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5. Suscribír una adenda de tienpo con el contntista, ajustada a las nuevas

candiciones acordadas. Dicha adenda se adaptará al prmed¡niento legal

establecido, incluyendo el cwrxpond¡ente rcÍrendo, una vez el TACP , enita su

decisión, tras la presentac¡ón del desístín¡ento y el acuerdo alcanzado entre las
pañes.'

(Lo resaltado es del Despacho)

Esta Procuraduria debe inicialmente señalar, que el arliculo 2 de la Ley No.38 de 31 de julio de 2000, señala
que sus actuac¡ones "...se exfiende n al ámbito juridico admin¡strat¡vo del Esfado, excluyendo /as funcibnes

iurisdiccionales, legislativas y en general, las compefencias especla/es que tengan otros organismos oflcíales",

condicrón excepcional que se configura en el caso que ocupa a este Despacho; toda vez que lo solicitado en

esta ocasión y térm¡nos requeridos, versa sobre un tema relacionado con contrataciones públ¡cas, por lo que

el organismo oficial con competencia y funciones espec¡ales, para " regular, interpretar, fiscalizar y asesorar
en los procedimienfos de se/ección de contratista que real¡cen /as insfifuciones esfafa/es', lo constituye la

Di ión General de Con GCP , en virtud del articulo '1, numeral 1 del articulo 15 ys
numeral 1 del artículo 21 del Texto Unico de la Ley N0.22 de 2006, ordenado por la Ley N0.153 de 2020

Aunado a ello, se trata de actos administrativos que actualmente se ventilan ante el Tribunal Administrativo

de Contrataciones Públicas (TACP), en atención los artículos 146 y 160 ibídem, conformando a su vez otra
situación excluyente.

En este sentido y, en una correcta hermenéutica juridica, los términos en que ha presentado su escrito,

escapan de las funciones propias e inherentes a esta Procuraduría, y entrar a conocer de los mismos, podria

implicar el rebasar ¡os límites impuestos en la Ley, y constltuir un pronunciam¡ento prejudicial en torno a
materias cuya competencia corresponde exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia, en los términos

expuestos en el articulo 206 de la Constitución Política y el numeral 5 del articulo 97 del Código Judicial.

No obstante, en esta ocasión, a manera de docencia, objetiva y general; se le iluska sobre la normativa
aplicable. En ese sentido, el presente razonam¡ento or¡enfatiyo, no constituye un pronunc¡amiento de fondo o
un criterio jurídico concluyente que determine una posición vinculante.

. Sustento jurídico de la Procuraduria de la Administración:

El principio de legalidad se encuentra consagrado en el articulo 18 de la Constitución Política de Panamá, y

el articulo 34 de la Ley No.3B de 31 de julio de 2000, que regula el Procedimiento Administrativo General, que

a la letra enuncian:

'ArÍículo 18. Los pañiculares so/o son responsab/es anfe /as autoridades por infraccion
de la Const¡tucion o de la Ley.

Los servidores públicos /o son por esas m,smas causas y tamblén por ertralinitación de
Íunaones o por omisión en el ejerc¡c¡o de éstas.'

"Articulo U. Las actuaciones adm¡n¡strativas en todas las entidades públicas se
efectuarán con arreglo a noÍmas de infornalidad, ínparcialidad, uniformidad, economía,
celeidad y efrcacia, garantizando la realización opoftuna de la funcíón adninistrat¡va,
sin nenoscabo del debido proceso legal, con objetividad y con apego al principio de
esticta legalidad. ...'
(Lo resaltado es del Despacho)

l. Del orincipio de leqalidad.
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Conforme este principio de derecho público, todos los actos adm¡nistrat¡vos deben estar sometidos a las leyes,

estableciendo asi un limite a los poderes del Estado, esto es que deben ejercerse con apego a la ley vigente

y la jurisprudencia. En otras palabras, el servidor público sólo ouede hacer lo que la lev Ie permital,

El reconocido jurista argentino, Roberto José Dromi, especialista en Derecho Administrativo, sostiene que "e/

principio de la legalidad es la columna veñebral de la actuación adninistrativa y por elb puede concebirselo
como extremo al procedimiento, constituyendo simultáneamente la condición esencial para su exlstencla.

Agrega que el mismo se determina jurídicamente por la concurrencia de cuatro condiciones que forman su

contexto: 1) delimitación de su aplicación (rese¡va de ley); 2) ordenación lerárquica de sujeción de las normas

a la ley; 3) determinación de selección de normas aplicables al caso en concreto, y 4) precisión de los poderes

que la norma confiere a la Administración." (Derecho Administrativo, Argentina, libro 12 Ed, Hispania Libros-

2009, página 111).

Es importante señalar que la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y Laboral de la Corte Suprema

de Justicia de Panamá, ha externalizado por medio de su jurisprudencia, decisiones .iudiciales refiriéndose al

importante principio de estricta legalidad, acentuando su finalidad. Al respecto, a través de la Resolución

fechada 10 de julio de 2019, manifestó lo siguiente:

"Así pues, de una lectura de las disposic¡ones /egales antedores, se puede conclui que

la finalidad del principio de esfncta legal¡dad, es garant¡zat que la acluación de las

autoridades púbrcas se sujete a un conjunto de reglas y normas previamente

esfab/ecldag de forna tal que se evite toda arbitraiedad o abuso de poder que puede

afecfar a /os adrn n,slrados'

Se desprende asi, con meridana claridad, que los actos administrativos que, en el ejercicio de sus funciones,
emitan los servidores públicos, deben limitarse a lo permrtido por la ley y, en estricto cumplimiento del mandato
constitucional; tal comportamiento, revestirá y asegurará que el acto emitido se presuma igualmente legal.

La Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, en sus artículos 62 y 63, con respecto a la revocatoria de los actos

adminiskativos, dispone:

'Atticulo 62 Las enfrdades púbfbas solamente podrán revocar o anular de olicio una
resolución en f¡me en la que reconozcan o declaren derechos a favor de terceros, en

/os sbulentss supuesf osl
1. Si fu€f,e emilida sin competencia para ello;
2. Cuando el benef¡ciarío de ella haya incurrido en declaraciones o haya aportado

pruebas falsas para obtenerla;
3. Si el afecfado consiente en la revocatoia; y
4. Cuando as¡ lo d¡sponga una norma espec¡al.
En contra de la decisión de revocatoria o anulación, el ¡nteresado puede interponer,
dentro de los térm¡nos conespond¡entes,los recursos gue /e reconoce la ley.

1 ".,. se puede conclu¡r que la final¡dad del pinc¡p¡o de esticta legal¡dad, es gannt¡zat que la actuación de las autortdades

abuso de poder que pueda aÍectar a los adminlsfrado§', Sentencia de 24 de seotiembre de 2020 de la Sala Tercera de lo
Contencioso Administrativo y Laboral de la Co(e Suprema de Justic¡a de panamá.

ll. De la Revocatoria de los Actos Administrativos.
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La facultad de revocar o anular de of¡cio un acfo adm¡n¡strativo no imp¡de que cuatqu¡er
tercero ínteresado pueda solicitarla, fundado en causa legat, cuando el oryanisno o
funcionario administrativo no lo haya hecho.'

'Attículo 63. Tampoco podrán revoca§e de o/?cio /0s acfos administrat¡vos emitidos
para dar cumpliniento a una orden de un tribunal o de una agenc¡a del M¡n¡ster¡o
Público.'

De la excerpta uf supra, se extrae que la revocación o anulación de of¡cio, o ante solicitud de parte interesada,
solo tiene cabida frente a los siguientes elementos:
o Debe tratarse de una resolución en firme, esto es que contra la misma ya no quepa recurso alguno;. La resolución debe reconocer o declarar derechos a favor de terceros; y,
r Debe cumplir con alguno de los cuatro supuestos enumerados en la norma, a saber:- Si la lnstitución em¡sora carece de competencia para emitir la resolución objeto de revocatoria.- Si el beneficiario del derecho declarado haya incunido en falsedad para lograr que la resolución

fuera expedida;
- Si el afectado con la revocatoria manifiesta estar de acuerdo con la revocator¡a de la resolución

que le concede el derecho; y,

- Si existe una disposición legal estableciendo que la resolución, de la manera en que fue emitida,
debe ser revocada.

lll. De la Lev de Contratación Pública.

Cabe deslacar que, si bien la revocatoria del acto administrativo está contemplada en el ordenamiento jurídico
patrio, ella opera como excepción a la regla general brindada en el articulo 46 de la Ley N0.38 de 20Ó0, que
consagra el principio de presunción de leqalidad de los actos administrativos, al dictar que "/as órdenes y
demás actos en firme del Gobiemo Central o de las entidades descentratizidas de carácter individuat, tieneln
fuerza obligatoria inmediata, y serán aplircados mlentras sus efecfos no sean suspendidos, no se declaren
contrarios a la Constitución Política, a la ley o a los reglamentos generales por los tribunales compefenfes",

El rexto Únicoz de la Ley N0.22 de 2006s, ordenado por la Ley N0.153 de 2020r, vigente al momento de
publicación del aviso de convocatoria para la Licitación Abreviada por Mejor Valor Nó.2021-1-35-0-03-LV-
009020, para el "Esfudio, diseño, desanollo de planos, demotición, mejoias y construcción del Comptejo
Deportivo de Palnas Bellas, ubicado en elcorregimiento de Palnas Beltás, disirito de Chagres, provincia de
Co/ón", estipula:

-A!íículo 1 Ámbtto de aplicación. Esta Ley establece las normx, tas reglas y los
pr¡ínclpios básicos de obtigatoria obsetvancia que regírán los procedimiientots de
selecc¡ón de contrat¡sta y los contratos púbt¡cos que reáticen el Gobierno Central, las
entidades autónonas y seniautónomas, los municipios, Ias junfas comunales, los
¡ntermed¡ar¡os f¡nanc¡eros y /as sociedades anóninas en lás que et Esfado sea
propietar¡o del 51 % o más de sus acciones o patrinonio, así como los gue se efectúen
con fondos públicos o b¡enes nacionales para:
1. La adquisic¡ón o arrendaniento de b¡enes por pade del Estado.

2 Publ¡cado en caceta Oficiat N0.29107-A de 7 de septiembre de 2020.
3 Ley No 22 de 27 de lunio de 2006, " Que regula la bontatac¡ón Plbl¡ca y d¡cta ora d¡sposición,,, publicada en Ia Gaceta ofic¡at
No.25576 de 28 de.iunio de 2006.
a Ley No 153 de 8 de mayo de 2020, "Que reforma la Ley 22 de 2006, que reguia la contratación pública, y dicta otras dispos¡ciones..Gaceta Oficiat No, 29020-A de I de m ayo de 2020.
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En el articulo ut supra, que circunscribe el ámbito de aplicación de la Ley de Conhatación Pública, se observa
que abarca lo relacionado a los contratos de obra (Contrato de Obra N0.04-2022 INV), suscr¡tos por el
Gobierno Central (PANDEP0RTES), por lo que corresponde exam¡nar las competencias y funcionalidades
especiales que mantiene la Dirección General de Conlralaciones Públicas, así como su creáción constitutiva,
mediante el derecho positivo.

De acuerdo al primer párrafo del artículo g ibídem, la Dirección General de Contrataciones Públicas es una
'entidad 

.autónoma, con patrimonio propio, personeria jurídica, autonomía en su régimen interno e
independencln en el eiercicio de sus funclones , que tendrá facuftad para regutar, interiretar, ftscalizar y
asesorar en /os procedimientos de se lección de contratista que reat¡cen las insfrÍuciones esfafa les, sujeta a la
fiscalizaciÓn de la Contraloria Generat de la República y a ias politicas del órgano Ejecutivo, para b cual el
enlace será el Ministerio de Economía y Finanzas.

Las funciones específicas de la Dirección General de Contrataciones Públicas (DGCP), relevantes para de
esta consulta, se encuentran en los numerales l, 2 y 3 del artículo '15 ibidem, y en el numeral 1 del artículo'1
idem, lranscritos a continuación:

2.

3.

4.

á

:

La ejewción de obras púbrcas.
La disposicion de bienes del Esfado, incluyendo su aÍendamiento.
La üestac¡ón de sevicios.
La operac¡ón o adninisttac¡ón de bienes.
Las concesiones o cualquiet otro contrato no regutado por ley especial.

'Articulo 15. Conpetencia. Son funciones de la Dirección Generat de Contatac¡ones
públicas /as slgurenfes;
l. Aósorve¡ ras corsurfas q mate¡ia de inplementacifu y aplhación de la

prcsente Ley.
2. Didar ados adm¡n¡strativos que garanticen la aplicac¡ón de esta Ley y su

reglamento, y que posibililen elfuncionan¡ento de ta Dirección y su intuietáción
con los denás organismos.

3. Asesorar a /as enfidades púbÍbas s ujetas a esta Ley en sus procesos de compras
y contatac¡ones, asi como organizar e Wenentar necanismos de desano//o
de capacidades y competencias en las matetias reguladas por la presente Ley.

...' (Lo resaltado es del Despacho)

"Artículo 21, obrigaciones de ras entidades contratantes. son obrigaciones de ras
entidades contratantes las s¡güientes:
1. Acatar instrucc¡ones y los dictámenes emanados de la Dirección General

de Contrataciones públlcas.
...' (Lo resaltado es del Despacho)

E4articular deslaca la competen-cia privativa.. otoroada a la Dirección General de Contrataciones públicas

P§CP), 
qn lo rglaliyo a lrs conslttas v Oe Lev de

Contr.t..ion.r Públi..r. u . lm di.tint

Resulta oportuno agregar, que el Tribunal Adminishativo de Contrataciones públicas (TACp), tiene jurisdicción
en todo el terrilorio nacional Y cgmogtencia priyatiya para los recursos de aoelación contá las resoluc¡ones

_adol!§Jt?tiyas gye g!.ten I detTexro
Unico de la Ley N0,22 de 2006, ordenado por la Ley No.153 de i020, asi:
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rocurador de la Administración

4. El recurso de apelación cont¡a la resolución administ¡aüva que dicte la
entidad en la que se multa por rctaso en la entega al contrat¡sta o ta
¡nhab¡l¡tación al contratista por el abandono de ta obra.

.,.' (Lo resaltado es del Despacho)

'Artículo 160, Recurso de apelación a la resolución adn¡nistrativa del contrato. Las
resofuclones que emitan las enf¡dades contratantes mediante las cuales resuelven
administrativanente un cantrato podrán ser recunidas en apelación, anunciándota ante
dichas entidades dentro de tos cinco días háb¡tes siguientes a la not¡ftcac¡ón de ta
resoluc¡Ón que resuelve adninistrat¡vamente el contrato, y sustentándola dentro del
nismo término ante el Tibunal Administativo de Contratáciones P(tbticas, nediante
apoderado legal.
La enr¡dad contratante, una vez anunciado er recurso de apelación, enviará el expediente
conpleto, dentrc de /os dos dias hábires sigulenfes at refeido tecurso, ar ribunat
Administrat¡vo de Contrataciones púbticas.

La apelación se suñirá 6n el efecro suspensiyo. .

Ahora bien, esta Procuraduria estima prudente aclarar que lo esbozado sobre esle tópico jurídico-
administrativo, resulta consecuente con lo exteriorizado en consultas previas, en lo que iespecta a Ia
competencia especial otorgada a la Dirección General de Conhataciones Públicas, para efectos de la
implementaciÓn yaplicación de la Ley de Contratación Pública; verblgrafia, se cita la ioilsulta C-119-19 del
15 de noviembre de 201g, en la cual ie manifiesta lo siguiente:

'En relación al tema objeto de su consufta, debemos expresale que la normativa
rcrerente a contabciones púbricas, confiue competencia a ra Íirwcion Generar
de contratac¡ones públicas (DGCp), para absorver las consu/fas rerativas a la
lnplenentación y apt¡cación da dhha' mefefla, como se señ ala en er nunerat 1 det
attículo 12 derrexto único de ra Ley N0.22 de 2r de junio de 2N6, ordenado por ra Ley
No.61 de 201t,.
(Lo resaltado es del Despacho)

En virtud de las consideraciones anteriores, en esta ocasión, no le es dable a esta procuradur¡a emit¡r un
criterio jurídico respecto de los temas objeto de su consulta, en los términos como nan sioo áifueitos.

Atentamente,

"Artículo 146, Creac¡ón. Se crea el Trkunat Adninistrativo de Contrataciones Públicas
como ente independiente e ¡mparc¡al, que tendrá jutisdicc¡ón en todo eltenitorio de la
República. Este Tribunaltendrá competencia privativa, por naturaleza del asunto, para
conocer en (tnica ¡nstanc¡a de:
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